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“Suponga que las elecciones fuesen declaradas libres e imparciales y que los electores fuesen racistas, fascistas, separatistas, y públicamente opuestos a la paz y la integración” ¿podría ese pueblo, con unas elecciones, restaurar la vida civil?. Este es el dilema que descubre un diplomático norteamericano, Richard Holbrooke, la víspera de las elecciones de 1996 en Bosnia
[42].  Las posibilidades de que un pueblo pueda excluir minorías apelando al voto de las mayorías resume la tensión, creciente en el mundo actual, entre la democracia iliberal y la democracia liberal basada en la defensa de los derechos del individuo. Si admitimos que hoy día florece la democracia electoral pero no las libertades y si reconocemos que al igual que en el Perú de Fujimori o en la Argentina de Menen, Venezuela es actualmente el teatro de esta disyuntiva, entonces estaremos en condiciones de comprender los dilemas de la construcción democrática e institucional en el país y en América Latina. 
Este será el esfuerzo de este breve ensayo. En él se intentará profundizar en el debate sobre las dificultades de la construcción de un orden democrático en la Venezuela actual; dificultades relativas a la integración de diferencias, a la solución pacífica de los conflictos y a la creación de un ambiente de convivencia que garantice la estabilidad política y el bienestar social. Es cierto que abordar la complejidad de estas dimensiones exigiría ir más allá del análisis de la pluralidad de expectativas y valores que actualmente se debaten en el escenario político local. De hecho, sabemos que las garantías de gobernabilidad y de un adecuado desempeño de los gobiernos depende, en lo fundamental, del diseño institucional y de los logros efectivos de bienestar y de justicia; sin embargo, un análisis de esas magnitudes sobrepasa los límites de esta exposición. Es por ello que la atención se centrará en el análisis del escenario político, entendiendo que es allí donde se crea el horizonte normativo que regula las relaciones entre los ciudadanos y entre estos y el Estado.  
Ofreceremos (1) algunas  referencias normativas, empíricas e históricas que coloquen en perspectiva las prácticas y valores asociados a la institucionalización del sistema político. Prácticas y valores que se inscriben en tradiciones propias de la cultura política venezolana y que se ven fortalecidas en el ordenamiento jurídico actual. Luego (2) precisaremos los rasgos relevantes de la democracia bolivariana para, posteriormente (3) considerar algunas dificultades que, desde el punto de vista de la gobernabilidad democrática, presenta el modelo de integración socio-política implantado en Venezuela. 
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Las posibilidades de convivencia se relacionan con la capacidad de los grupos para dotarse de reglas públicas que gocen del acatamiento voluntario. En sus formas elementales la sociología y la antropología han vinculado la integración social a un orden común de valores mediante el cual las identidades colectivas, o semejanzas entre los miembros del grupo, constituyen el centro articulador de la vida colectiva y de la identidad individual; sin embargo, esta condición cambia cuando la vida social se hace más compleja y las sociedades se ven obligadas a organizar la convivencia entre grupos con valores heterogéneos y con orígenes étnicos y culturales diversos. Asimismo, el respeto a la pluralidad, la libertad y la individualidad , hoy día convertidos en valores universales, obligan a construir un orden institucional capaz de procesar expectativas múltiples y contradictorias y resolver conflictos entre valores divergentes de manera pacífica. Se pasa así de un orden público basado en una identidad común a un orden fundado en la tolerancia y el respeto por la diferencia
[43]. 
En la Venezuela del siglo XX, el proceso de construcción del orden institucional ha estado vinculado a la conquista de los valores democráticos y a la realización de la justicia. Asimismo, el mecanismo ideado para satisfacer estos propósitos ha sido el artificio legislativo. Unas 26 constituciones a lo largo de la historia republicana, dos constituyentes en menos de 50 años, la de 1946 y la de 1999, y una propuesta de reforma de la constitución bolivariana presentada por el propio Presidente de la República en el año 2002, revelan el poder de la ilusión legalista en la cultura política local.

Hablemos de esa ilusión legalista. No escapa a la teoría política que la Justicia es una antigua compañera de la democracia. En el siglo VIII A.C el poeta griego Hesíodo, al relatar la fábula del halcón y el ruiseñor, recuerda que las relaciones humanas y el gobierno de la polis no pueden regirse por la brutalidad que impera en el mundo de las bestias: “¡Oh

Perses! Grávate tú esto en el corazón; escucha ahora la voz de la Justicia (dike) y olvídate por completo de la violencia (bía). Pues  esta ley (nómos) impuso a los humanos el Crónida: que los peces, las bestias y las aves voladoras se devoren unos a otros, ya que no existe justicia entre ellos; pero a los hombres les dio la justicia, que es el mayor bien… Mas el que con sus testimonios perjura voluntariamente y con ultraje de la justicia causa daño irreparable, de éste se queda luego la estirpe cada vez más oscura”
[44]. Lo que hace deseable el imperio de la justicia es el amor a la paz y la prosperidad, de allí que las leyes, escritas y públicas, hayan constituido un hito decisivo en la constitución de las democracias modernas. Asimismo, bajo estas condiciones la democracia se constituye como un régimen político sometido a dos imperativos: uno político y formal, pues la democracia debe regirse por el imperio de la ley, y otro ético o moral, pues la paz resultante debe ser proveedora de bienestar para los pueblos.  Esta conciliación entre política y ética o entre instituciones y logros, propia de una democracia liberal, ha sido un proyecto fallido en Venezuela, país donde las utopías voluntaristas de un Estado homogéneo, las ilusiones del poder constituyente y el imperio de las pasiones inciviles y personalistas, han entorpecido la conviviencia y dificultado la estabilidad democrática y la realización de la justicia. No en balde se afirma que la historia republicana ha sido escrita entre equívocos y sangre.
 Algunos historiadores sostienen que el siglo XIX fue un siglo cruento, producto en buena parte de “la imposible coexistencia entre la legitimidad racional-legal sobre la cual se sustentaban los gobiernos constitucionales y la legitimidad carismática de los caudillos”
[45]. Esa laboriosa tarea de construir instituciones, esfuerzo que requiere tiempo y paciencia, pareciera haber sido sustituida en Venezuela por el poder de los caudillos; de esta forma, el voluntarismo institucionalizador que imagina que un decreto es una realidad, y el voluntarismo personalista que supone que la voluntad de un caudillo es suficiente para engendrar realidades políticas, prosperidad pública y, además, garantizar estabilidad y la felicidad en la convivencia social, han sido los dos males que han acompañado el desarrollo político-institucional del país. No sorprende que algunos historiadores afirmen que el siglo XIX le enseñó a la Nación a vivir “entre la constitución y el fusil”. No obstante, hay quienes consideran que el caudillo en Venezuela ha representado una suerte de llave de paso hacia la organización de los partidos políticos y, en cierta forma, ha sido una fuerza institucionalizadora. Se sostiene que las masas han adquirido organicidad y se han constituido como sujeto político a través, justamente, de la autoridad de un individuo, de allí que se considere que “en los procesos de integración política en Venezuela, el líder carismático juega un papel menor que en otros países latinoamericanos, pasando el papel principal a la organización partidista como tal” 
[46]
En cualquier caso, puede decirse que la imaginación política se ha concentrado en la construcción de una Unidad Nacional y de un Estado homogéneo que, en ocasiones, ha sido encarnada en un hombre y en otras representada en un partido. Tanto la dictadura del general J.V. Gómez (1909-1935) como las pretensiones hegemónicas del partido Acción Democrática durante el trienio adeco (1945-1948) constituyen dos expresiones que en el siglo XX reeditan, en versión menos cruenta, la ilusión constituyente y el voluntarismo personalista del siglo XIX. Sin embargo, no hablamos de una tradición extinta, pues a pesar de lo infructuoso de este empeño en el pasado, en la actualidad se intenta crear una nueva unidad nacional y un nuevo partido único en lo que se ha dado en llamar “el proyecto de revolución bolivariana”. Es bueno advertir que los costos que le depara al país ese empeño unificador alrededor del credo bolivariano son inmensos y los riesgos aterradores. Baste recordar lo que advierten dos filósofos liberales. Uno recuerda que “para realizar este ideal de Estado homogéneo los gobiernos, a lo largo de la historia, han llevado adelante diversas políticas en relación con las minorías culturales. Algunas minorías fueron simplemente eliminadas mediante expulsiones masivas (lo que llamamos depuración étnica)  o a través de genocidios. Otras minorías fueron obligadas a asimilarse y forzadas a adoptar la lengua, la religión y las costumbres de la mayoría”
[47]  El otro recuerda que “la demoníaca concepción del mundo de Hitler (se refiere al antisemitismo) era, en algún perverso sentido, religiosa” y a esa transmutación de la ideología en credo le atribuye el carácter belicoso de los Estados confesionales y de los credos unánimes. En este sentido se invita a recordar que las cruentas guerras del siglo XX europeo no fueron desencadenadas por pueblos democráticos o liberales
[48].
La otra cara de la democracia, esa que no es formal pues se relaciona con la dimensión ética y los logros de justicia, también pareció insinuarse en Venezuela al finalizar la dictadura del general Gómez. Entonces el país comprendió la importancia del proceso institucionalizador e hizo esfuerzos por crear prácticas duraderas en el tiempo y capaces de producir logros de bienestar. La institucionalización  del ejército y la creación de la hacienda pública dieron inicio, entonces, a un Estado autónomo. Sólo faltaba una burocracia eficiente para responder en forma equitativa a las expectativas ciudadanas. Sabemos que el siglo XX progresó en libertades políticas y admitió que la paz institucional era un mejor camino que las montoneras. Sin embargo, si el imperio de la ley ganaba legitimidad y el estado de derecho se consolidaba, la dimensión ética de la democracia y con ella la instauración de mediaciones institucionales susceptibles de garantizar en el tiempo logros de bienestar y de justicia se vieron frustrados. La incapacidad para crear condiciones de legitimidad mediante un Estado de burócratas profesionales y, en su lugar, la promoción de funcionarios leales o clientelares a los gobiernos personalistas erosionó la evolución democrática en Venezuela. Puede decirse, también, que en la década de los 40 los intentos institucionalizadores se vieron frustrados por el sectarismo político. Las ambiciones hegemónicas del partido mayoritario entonces, AD, dieron al traste con los avances logrados en el terreno de las libertades públicas y los derechos que ese mismo partido había promovido. Este período de reformas terminó, desafortunadamente, con un golpe militar en 1948. Diez años más tarde, al derrocar a la dictadura de Pérez Jiménez en el 58, el país emprende la tarea de organizar un sistema político más complejo en el que jugarían un papel fundamental las organizaciones intermediarias (partidos,  sindicatos y asociaciones); sin embargo la tradición voluntarista, concentrada en el control del poder e incapaz de crear instituciones imparciales y eficientes, socavó los valores democráticos. Convivieron, sin duda, al lado de estas razones otras, pero lo que sí es indudable es que el fracaso institucional provocó la deslegitimación de la democracia que, con el tiempo, quedó reducida al juego electoral y desvinculada de los logros de justicia. La profunda crisis que asoma su rostro en forma dramática con los saqueos de 1989 puso en evidencia la tragedia de una democracia de utilería y de unos ciudadanos sin ciudadanía
[49].
A comienzos de la década de los noventa el Estado es, como señala G. Soriano, un guante vacío. Sin cuadros políticos ni funcionarios competentes, y con una población frustrada y descreída, ese guante vació quedó a la espera de la mano dura. Ella llegó, una vez más, con un caudillo que prometía nuevas instituciones, hombres decentes y  logros de justicia. No obstante, el proceso de transformación iniciado en 1999 ha construido un sistema político de carácter plebiscitario y le ha dado a la democracia los rasgos propios de un cesarismo democrático, régimen que en la teoría política actual se conoce como democracia iliberal
[50].
La propiedad fundamental de este tipo de democracia es que hace énfasis en la noción de soberanía en detrimento de la noción de individuo. Se trata de un sistema que mantiene las formalidades democráticas mientras atenta brutalmente contra las libertades individuales y políticas. En este sentido, se trata de un sistema que descuida uno de los objetivos de toda democracia liberal: contener  el ánimo expansivo del poder público. En otras palabras, si el liberalismo constitucional se interesa por los límites del poder, la democracia iliberal está preocupada por su acumulación y, para ello, apela al concepto de participación popular en el entendido de que, una vez desaparecidas las mediaciones (o representaciones) entre los ciudadanos y el Estado, el único vínculo entre los ciudadanos, y entre estos y el Estado, será aquel que una directamente al pueblo con el líder, es decir: la opinión pública y el mecanismo electoral regido por la regla de mayorías. De esta forma, la soberanía es delegada en el jefe del Ejecutivo en virtud de un acto electoral, por lo general bajo la modalidad del plebiscito, y la legitimidad se sostiene calculando los índices de popularidad en las encuestas. 
Esta tendencia a trivializar la noción de legitimidad y a usurpar la soberanía se puede constatar en la Venezuela de hoy y en otros países de América Latina. La centralización del poder en el ejecutivo, institución consagrada en la Constitución Bolivariana de Venezuela de 1999, y las interpretaciones “supra” o “extra” constitucionales que no sólo consagran la justicia por encima de la ley y la asamblea popular por encima de la justicia, sino que, además, autorizan al ejecutivo para asumir atribuciones propias de otros poderes, son algunas manifestaciones de la usurpación de soberanía y restricción de libertades mediante procedimientos democráticos
[51]. La suspensión del Congreso y de la Constitución que hiciera Fujimori, así como los atajos de Menen o de Chávez para evitar las discusiones legislativas al promulgar decenas o cientos de decretos presidenciales en nombre de su popularidad son, sin duda, manifestaciones de la democracia iliberal. Se podría agregar que el plebiscito, estrategia con la cual se pretende identificar el vínculo privilegiado entre el pueblo y el líder y cuyo desarrollo conduce indefectiblemente a polarizar el conflicto político, es contrario al pluralismo y a la negociación que caracteriza un régimen democrático respetuoso de las libertades. Asimismo, el control del sistema judicial, mediante atribuciones legislativas especiales otorgadas al ejecutivo, contribuye al comportamiento depredador del poder ejecutivo sobre el legislativo y erosiona la legitimidad de la institución parlamentaria y de la  política en general. Sin lugar a dudas, la ambiciones de usurpación total alcanzan su clímax cuando se instaura la unanimidad alrededor de valores y costumbres y se sustituye el lenguaje de los derechos, de la individualidad y la diversidad, por las palabras pomposas y huecas de Pueblo, Comunidad o Patria. En el caso venezolano esta unanimidad debe producirse alrededor del credo oficial bolivariano consagrado en la nueva Constitución.
El bolivarismo ha merecido especial atención y crítica por parte de los historiadores venezolanos y, a lo largo de la historia republicana, son muchos y variados los intentos de asociar el proyecto emancipador del siglo XIX con la identidad política y la identidad nacional
[52]. Rómulo Betancourt, considerado el padre de la democracia venezolana, construye su plataforma política postulando las tesis del nacionalismo socialista y del partido del pueblo; proyecto en el cual la identidad nacional se asociaba a la raza indoamericana,  representada en el juambimba, y a éste se lo identificaba con el partido del pueblo. Esta identidad mestiza y enfrentada al imperialismo de los blancos, le daba especificidad al partido AD al crearle un espacio político independiente y le permitía enfrentar el cosmopolitismo de la lucha de clases que promulgaba la internacional comunista, su competidor político  en la conquista por el amor de las masas. Es evidente que la pretensión unitarista ha confundido siempre el programa democrático con el programa comunista. Ambos defienden el principio autoritario de concentración hegemónica del poder. No es de extrañar entonces que, a pesar de haber fracasado estruendosamente en el 45, esa ilusión de consenso, sueño que sella la íntima relación entre autoritarismo y unanimidad en la cultura política venezolana, regresara en la década de los noventa de la mano de una alianza entre la izquierda radical y los militares. Esta alianza resultaba natural considerando que en la historia del republicanismo venezolano se han privilegiado las formas cívico-militares en lugar de las formas liberales y se ha confundido la virtud cívica con la obediencia al poder de estado en lugar de interpretarla como el resultado de la libertad de elección y autonomía del sujeto. Es posible que el éxito inicial del gobierno actual estuviese vinculado a las expectativas de restauración del imperio de la unidad nacional bajo el mando del sable militar.
Expresando intensidad y sesgo variable, pero siempre preñadas de populismo, militarismo, intervencionismo de Estado y lucha de clases, las tendencias iliberales amplían sus adeptos en América latina. Uno de los aspectos más relevantes del debate que ofrecen estas tendencias es el relativo al cuestionamiento de la democracia representativa y a su necesaria superación con la democracia participativa, o democracia directa. Este modelo ha quedado consagrada en la Constitución bolivariana de 1999. Interesa determinar, entonces, el impacto de este régimen sobre las libertades políticas, única garantía del respeto y la tolerancia hacia las diversidades culturales y valorativas.
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Un reciente trabajo, el Dr. Humberto Njaim intenta responder a estas inquietudes
[53]. Se pregunta el politólogo si la jurisprudencia de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo Justicia “ha contribuido a ampliar el horizonte de libertades que supuestamente se vislumbra en el nuevo texto constitucional o si, por el contrario, lo ha restringido”; asimismo se interroga Njaim sobre “el tipo y grado de protección que le ha conferido a los derechos políticos”. Sus conclusiones no son alentadoras. La sentencia del habeas data solicitada ante el TSJ por la Red de veedores pone en claro que al tratar de definir lo que es la Sociedad Civil y la legitimidad de sus formas organizativas, el sentenciador deja ver sus intenciones  de limitar el poder ciudadano al establecer que la noción de Sociedad Civil es “un concepto vago y peligroso que es preciso domeñar y encauzar a toda costa por carriles conocidos”. No solamente afirma el sentenciador que una asociación esporádica no podría representar jamás el interés general, con lo cual despoja a la sociedad de respuestas inorgánicas ante ciertas formas de ejercicio arbitrario del poder (recordemos que bajo un Estado fuerte son las minorías y las individualidades las que, actuando en forma fortuita, expresan el descontento general), sino que, además, el principio de autopostulación para cargos públicos es rechazado con el argumento de que al utilizar este mecanismo los representantes de la sociedad civil ponen de manifiesto que “carecen de respaldo colectivo”. Ignora el legislador el significado de profesionalizar las funciones del Estado y de cómo en esas condiciones la institución de la autopostulación adquiere total sentido. Desconoce, asimismo, que en el pasado reciente, ese mecanismo hizo emerger liderazgos políticos que vencían el control hegemónico de los partidos tradicionales. Ignora también el legislador que la defensa de un derecho esgrimida por un individuo es, de suyo, un acto legítimo en democracia, independientemente de que, por tratarse de un caso individual, carezca de respaldo colectivo. Por otra parte, el TSJ desconoce la legitimidad de asociaciones que se benefician de financiamiento externo pues podrían en peligro la Seguridad Nacional.  Este argumento resulta interesante en momentos de globalización, ya que amparados en el resguardo de la seguridad y la identidad de la Nación, el Estado se ha permitido tomar decisiones en franco conflicto con los principios establecidos en los tratados internacionales  suscritos por la República. La Comisión Interamericana de Derechos Humanos ha solicitado infinidad de medidas cautelares desde que comenzó el gobierno de Hugo Chávez por atentados contra los periodistas y los medios de comunicación. 
En cuanto a la protección de las libertades políticas, el mecanismo que concibió el legislador queda resumido en el papel que le asigna al organismo electoral del Estado, el CNE, facultado por la constitución para darle existencia, renovar y cancelar asociaciones con fines políticos y para controlar su funcionamiento. Esta decisión  revela el ánimo expansivo del poder público en la construcción de un espacio de valores unánimes. Queda claro que a pesar de que la Constitución bolivariana consagra amplios derechos, lo cual es beneficioso para la democracia, la jurisprudencia “lo que hace es confirmar y consolidar aquellas concepciones del mismo texto constitucional de tendencia iliberal y antipluralista que coexisten difícilmente con otras que parecen apuntar en sentido contrario”
[54]. 
Incorporar excluidos e integrar diferencias sociales, étnicas o culturales bajo estas condiciones resultará imposible.  Asimismo, bajo estas condiciones la gobernabilidad democrática se vislumbra irrealizable, en especial si se considera que para el desarrollo de una gobernabilidad democrática, en la que no sólo las instituciones se regulen entre sí sino que el comportamiento institucional sea evaluado por los ciudadanos, se requieren espacios de tolerancia y mecanismos que promuevan el debate y la negociación. Conviene interrogarse, entonces, sobre la naturaleza de la gobernabilidad del proyecto político que se instaura en Venezuela.
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  La Dra. Ana Julia Bozo al analizar las bases de la gobernabilidad del régimen venezolano reconoce que se la hace depender de dos condiciones: “una neutralización bien planificada y lograda de todas las instituciones que podrían y deberían ejercer una exigencia de rendición de cuentas horizontal (Horizontal Accountability) al Presidente de la República y otra en una significativa cuota de legitimidad popular”
[55]. Esta construcción de la gobernabilidad  ha supuesto un diseño institucional que concentra excesivo poder en el ejecutivo y ha requerido el ejercicio de una práctica política hegemónica que, en nombre  del principio unitarista (“el proyecto”, “la revolución” o “el credo bolivariano”),  ha controlado las instancias legislativa y judiciales y las instituciones destinadas a ejercer el control ciudadano sobre el poder público. De acuerdo con el análisis de la Dra. Bozo, la figura política que consagra este modelo de democracia no es la clásica figura de la representación política y tampoco la que ofrece la democracia radical con sus mecanismos de decisión en asamblea popular permanente. Se trata, en su opinión, de lo que se conoce como democracia delegativa:  “Las democracias delegativas, según la caracterización de O’Donnell están fundadas en una premisa: <el presidente es capaz de manejar el país como él/ella lo considere adecuado y en la medida en que se lo permita la relación de poderes existente por el término para el cual fue electo… Típica y consistentemente  los candidatos que ganan las elecciones en una democracia delegativa se presentan a sí mismos como alguien que está más allá de los partidos y de los intereses particulares >”. De esta forma la regla de mayorías, la delegación de soberanía en el Ejecutivo y la consulta de los estados de opinión garantizarían la gobernabilidad del régimen. Sin embargo, esta restauración neo-absolutista no advierte su precaria estabilidad. No sólo se trata de un régimen que pierde capacidad para convivir con instituciones propias de las democracias  (para un régimen iliberal el Congreso y los partidos y el sistema judicial “son molestos obstáculos” que deben contrarrestarse con el respaldo popular) sino que su supervivencia depende de la capacidad para sofocar las libertades políticas manteniendo la apariencia de procedimientos democráticos. 
El modelo que se intenta instaurar en Venezuela está, pues, condenado a perecer o a descubrir su vocación autoritaria ejerciendo la violencia. No es de extrañar entonces que entre el 10 de diciembre del 2001 y el 11 de abril del 2002, Venezuela haya sido el escenario de una conflictividad social inédita en la que han hecho su aparición las bandas armadas del gobierno. Tampoco debe sorprender la desarticulación de las respuesta de la oposición ni la desorientación de las cientos de miles de ciudadanos que sin dirección política tienen meses saliendo a las calles a manifestar su descontento puesto que la desinstitucionalización del espacio político forma parte de la estrategia que debe profundizar un régimen iliberal. El país, en pleno siglo XXI, ha regresado a una escenario similar al del siglo XIX. 
***
No es fácil responder a las interrogantes que se abren ante el futuro de la democracia en el país. ¿Será posible construir una democracia que garantice la paz y la justicia? ¿Es razonable insistir en el consenso en torno a un proyecto de país o bastará simplemente admitir la perfectibilidad de la democracia y ensayar objetivos más humildes como el de diseñar algunas buenas instituciones que garanticen el funcionamiento de una democracia decente y eficiente?. Venezuela, a pesar del gobierno que la rige se encuentra, en realidad, ante esa disyuntiva. Quizá a falta de certezas sobre el futuro haya sólo un llamado que hacer: aprender de la experiencias de estos años para evitar, a toda costa, reproducir las ilusiones unitaristas y consensuales del buen revolucionario, ese que de un golpe  y con el fusil en la mano, pretendería devolverle a la América Latina, aquel paisaje bucólico en el que, dicen, vivía el buen salvaje antes del descubrimiento. Quizá todo dependa de que estos países acepten enfrentar, por fin, el laborioso camino de la construcción de instituciones.

�[42] Zacaria, F., The rise of illiberal democracy. The nex wave. Foreign Affairs, Nov/Dec97, Vol. 76 Issue 6, p22.


�[43] Esta problemática es el objeto central de la sociología de Emile Durkheim. En opinión de este autor, esta  transformación de las sociedades ha estado relacionada con procesos de individuación que han permitido liberar la conciencia individual de la conciencia colectiva y crear mecanismos de integración social que no restringen la libertad ni obligan a una identidad común. En este sentido, la evolución de las sociedades ha pasado del reconocimiento de derechos  específicos, por ejemplo derechos de ciudadanía inscritos en la noción restringida del Estado-Nación, al establecimiento de “derechos humanos” que trascienden fronteras territoriales y valorativas. Puede decirse que “la historia prueba que el movimiento ha sido progresivo en lo  relativo al individuo y regresivo en lo que concierne a la conciencia colectiva, pues mientras la conciencia individual ha variado en forma casi infinita, la conciencia colectiva ha seguido el camino de la regresión y se ha simplificado en unos cuantos enunciados generales. Esto explica por qué, en la medida en que las reglas morales se vuelven más generales y abstractas, las sociedades tienen a confundirse y los individuos, cuya conciencia individual se remite a un espacio de interpretaciones indefinido, tienden a distinguirse.”  Moral, normas y simbolización en la sociología de Emile Durkheim. Pérez Schael, M.  Ediciones FACES, Caracas 2001; 112.
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